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MEDIDAS PROVISIONALES 

Caso de las Penitenciarías de Mendoza1

VISTOS:

1. El escrito de 14 de octubre de 2004 y sus anexos, mediante los cuales la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión Interamericana” o “la
Comisión”) sometió a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la
Corte”, “la Corte Interamericana” o “el Tribunal”) una solicitud de medidas provisionales, de
conformidad con los artículos 63.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
(en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”), 25 del Reglamento de la Corte
(en adelante “el Reglamento”) y 74 del Reglamento de la Comisión, con el propósito de
que, inter alia, el Estado de Argentina (en adelante “el Estado” o “Argentina”) proteja la vida
e integridad personal “de las personas recluidas en la Penitenciaría Provincial de Mendoza
y en la unidad Gustavo André, de Lavalle, así como las de todas las personas que ingre-
sen a tales centros carcelarios, entre ellas los empleados y funcionarios que prest[en] sus
servicios en dichos lugares”. Concretamente, la Comisión solicitó a la Corte que, con base
en el artículo 63.2 de la Convención Americana, requiriera al Estado:

a) que adopte sin dilación todas las medidas de seguridad y control que sean necesarias
para preservar la vida e integridad personal de las personas recluidas en la
Penitenciaría de Mendoza y en la unidad Gustavo André, de Lavalle, así como las de
todas las personas que ingresen a tales centros carcelarios, entre ellas los empleados
y funcionarios que prestan sus servicios en dichos lugares;

b) que adopte medidas inmediatas conducentes a la separación de los internos encausa-
dos y los condenados, en cumplimiento de las condiciones exigibles bajo los estánda-
res internacionales aplicables a la materia; 

c) que lleve a cabo investigaciones serias, completas y ágiles en relación con los actos de
violencia ocurridos al interior de la Penitenciaría de Mendoza y la unidad Gustavo André;
individualice a los responsables y les imponga las sanciones correspondientes, como
mecanismo de prevención para impedir la recurrencia de nuevos hechos de violencia;

d) que dentro de un plazo razonable presente a consideración del Tribunal un plan para la
reubicación de los internos que alberga en exceso la Penitenciaría de Mendoza y la uni-
dad Gustavo André, respetando su capacidad máxima y las necesidades en materia de
recursos humanos, pero sin generar un nuevo problema de hacinamiento en otros esta-
blecimientos carcelarios[,] y

e) que dentro de un plazo razonable proceda a la readecuación de las instalaciones de la
Penitenciaría de Mendoza y la unidad Gustavo André a fin de que presten las condicio-
nes mínimas sanitarias, de espacio y dignidad necesarias para albergar a los internos.

RESOLUCIÓN DE LA CORTE INTERAMERICANA 

DE DERECHOS HUMANOS DE 18 DE JUNIO DE 2005

1 N. de la redacción: Se publica solamente el voto de la mayoría. Los votos concurrentes pueden verse en
http://www.corteidh.or.cr/seriee/index.html, donde también se puede hallar la resolución del 22 de noviembre de
2004 en el mismo caso.



·  p e n a  y  e s t a d o  /  c á r c e l e s

2. La nota de la Secretaría de la Corte Interamericana (en adelante “la Secretaría”) de 15 de
octubre de 2004, mediante la cual, siguiendo instrucciones del Presidente de la Corte (en
adelante “el Presidente”), otorgó plazo hasta el 25 de octubre de 2004 para que el Estado
presentara sus observaciones a la solicitud de medidas provisionales (supra Visto 1).

3. Los escritos de la Comisión Interamericana de 15 de octubre y de 2 y 12 de noviembre de
2004, mediante los cuales reiteró su solicitud de medidas provisionales y presentó infor-
mación adicional en relación con su solicitud.

4. Los escritos presentados entre el 1 de noviembre y el 1 de diciembre de 2004, mediante
los cuales los representantes de las personas a favor de quienes se solicitan las medidas
provisionales (en adelante “los representantes”), se refirieron a la solicitud de medidas pro-
visionales, a nuevos hechos de violencia y a las condiciones de detención en las prisiones
de referencia.

5. Los escritos de 4 y 12 de noviembre de 2004, mediante los cuales el Estado presentó sus
observaciones a la solicitud de medidas provisionales, en las cuales señaló, inter alia, que
coincidía en que la situación planteada es crítica y señaló que se encuentran en proceso
de cumplimiento un conjunto de medidas orientadas a la satisfacción de la solicitud inter-
puesta por la Comisión. 

6. La carta del Presidente de la Corte de 5 de noviembre de 2004, mediante la cual tomó nota
de la posición expresada por el Estado con respecto a la solicitud de medidas provisionales,
así como de las diversas medidas que había venido adoptando en relación con la situación
planteada y en respuesta a las medidas cautelares dictadas por la Comisión Interamericana.
A su vez, advirtió con preocupación que habían resultado muertas o heridas varias personas
privadas de libertad, así como guardias penitenciarios, en la Penitenciaría Provincial de
Mendoza y en la unidad penitenciaria Gustavo André, de Lavalle durante un período de siete
meses. En particular, consideró de gravedad que, con posterioridad a la presentación de la
solicitud de medidas provisionales y durante la vigencia de las medidas cautelares dictadas
por la Comisión, haya resultado una persona muerta y otra herida, quienes se encontraban
privadas de libertad en la Penitenciaría Provincial de Mendoza. Al respecto, expresó la segu-
ridad de que el Estado atendería las medidas cautelares solicitadas por la Comisión mien-
tras la Corte decidía respecto de la solicitud de medidas provisionales, la cual decidió poner
en conocimiento del pleno de la Corte. Finalmente, instó al Estado a que adoptara las provi-
dencias que fueren necesarias para proteger la vida e integridad personal de las personas
a favor de quienes se solicitaron medidas provisionales. 

7. La Resolución de la Corte de 22 de noviembre de 2004, mediante la cual resolvió:

1) Requerir al Estado que adopte de forma inmediata las medidas que sean necesarias
para proteger la vida e integridad personal de todas de las personas privadas de liber-
tad en la Penitenciaría Provincial de Mendoza y en la unidad Gustavo André, de Lavalle,
así como la de todas las personas que se encuentren en el interior de éstas.

2) Requerir al Estado que, como una medida de protección adecuada a la presente situa-
ción, investigue los hechos que motivan la adopción de estas medidas provisionales, con
el fin de identificar a los responsables e imponerles las sanciones correspondientes. 

[…]

8. El escrito de 22 de noviembre de 2004, mediante el cual los representantes manifestaron
que el 21 de noviembre del 2004 un interno había sido herido de gravedad y se encontra-
ba en terapia intensiva. 
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9. El escrito de 27 de noviembre de 2004, mediante el cual los representantes reiteraron la
necesidad de que la Comisión Interamericana visitara “en forma urgente” la Penitenciaria
de Mendoza y manifestaron, inter alia, que:

a) no se advirtieron avances en las construcciones;
b) los pabellones carecen de luz artificial; 
c) el promedio de personas por celda es de cuatro a cinco en lugares para una o dos per-

sonas;
d) muchos internos duermen en el piso; no poseen utensilios para comer; no hay agua

potable; 
e) la escuela se usa como dormitorio para los presos que salen a trabajar durante el día; 
f) los médicos no suben a los pabellones porque temen por su vida e integridad física.

Para ser atendidos los internos tienen que recurrir a presentar hábeas corpus;
g) no existe vigilancia dentro de los pabellones; 
h) existe mucha preocupación de parte de los presos en relación con los procesos judi-

ciales, la falta de comunicación con las autoridades y el rol del juzgado de Ejecución
Penal para acceder al régimen progresivo de la Pena;

i) los pabellones visitados se encuentran hacinados, sucios y son focos infecciosos donde
conviven excrementos, ratas, insectos, cloacas tapadas, pabellones inundados con
aguas servidas. 

j) en suma, las condiciones de detención constituyen un trato cruel inhumano y degra-
dante; y

k) se reitera la gravedad de la situación en el Pabellón 2, donde los internos tienen un régi-
men de encierro de 23 horas y algunos llevaban ahí casi 30 días compartiendo una
celda entre tres o cuatro personas. 

10.Las comunicaciones de 27, 28, 29 y 30 de noviembre y de 1 de diciembre de 2004,
mediante las cuales los representantes presentaron información adicional, así como sus
“observaciones y propuestas en cumplimiento de lo ordenado en el punto 4 de la resolu-
ción adoptada” por la Corte, y manifestaron, inter alia, que habían resultado más personas
heridas en la Penitenciaria de Mendoza.  

11.El escrito de 29 de noviembre de 2004, mediante el cual el Estado presentó su informe
sobre las medidas provisionales.  Al respecto, manifestó, inter alia, que: 

a) “puede coincidir” en que la situación es crítica;
b) ha dispuesto la implementación inmediata de la “Comisión de seguimiento de la situa-

ción penitenciaria en Mendoza”. Dicha Comisión practicó una inspección en ésta el 25
de noviembre de 2004, con el objeto de evaluar la situación inoperante y de consensuar
una estrategia que permita dar efectivo cumplimiento a la resolución adoptada;

c) hubo una reunión entre funcionarios de Cancillería, el Subsecretario de Justicia provin-
cial, personal de la Secretaría de Derechos Humanos y los peticionarios, para evaluar
las medidas inmediatas que deberá adoptar el Gobierno de la Provincia de Mendoza.
El gobierno local ha manifestado que implementaría las siguientes medidas inmediatas:
i. instalación de un sistema completo de cámaras de seguridad;
ii. incorporación de nuevos agentes penitenciarios; 
iii. instalación y refuerzo de los sistemas de iluminación del penal;
iv. evaluación de la constitución del Poder Ejecutivo provincial como querellante en

las causas en las que se investigan los sucesos que provocaron las muertes y
lesiones; y

v. designación inmediata de un Ombudsman penitenciario.
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d) se ha considerado un plan de medidas urgentes orientadas a moderar el hacinamiento,
así como a mejorar las condiciones sanitarias, consistentes en acciones de implemen-
tación inmediata complementarias del plan de trabajo a corto, mediano y largo plazo; y

e) renueva su firme voluntad en realizar sus mejores esfuerzos para cumplimentar lo reque-
rido por la Corte.

12.El escrito de 6 de diciembre 2004, mediante el cual los representantes informaron que un
interno había sido asesinado y descuartizado en el Pabellón No. 7 de la Penitenciaría de
Mendoza. 

13.El escrito de 6 de diciembre 2004, mediante el cual los representantes remitieron las observa-
ciones a la respuesta del Estado (supra Visto 11). Al respecto, manifestaron, inter alia, que:

a) existe una duplicidad de realidades, por una parte el Estado contesta y manifiesta sus
promesas de cumplimiento y, por otro, el gobierno de la Provincia de Mendoza realiza
lo contrario; 

b) el asesinato y descuartizamiento del interno se produjo con tiempo suficiente para evis-
cerarlo;

c) no se ha dispuesto ningún tipo de dispositivo, guardias o medida alguna tendiente a
preservar la vida y la integridad física de los internos;

d) no se ha incorporado personal para establecer sistemas de vigilancia efectivos; no hay
cámaras en el Pabellón No. 7; no se ha hecho nada respecto de los sistemas de ilumi-
nación; 

e) la designación de un defensor penitenciario es sólo una promesa;
f) continúa el hacinamiento en las celdas; 
g) no se ha contratado personal de trabajo social y psicólogos;  
h) no hay avances en la situación sanitaria; 
i) no se ha realizado censo alguno;  y
j) se reemplazó al Director del Penal por otro funcionario pero se mantuvo a la cúpula del

Ministerio de Justicia y Seguridad que conduce la supuesta implementación de un plan
de estas medidas.

14.El escrito de 9 diciembre 2004, mediante el cual los representantes informaron que se pro-
dujeron más heridos en la Penitenciaría de Mendoza.

15.El escrito de 9 diciembre 2004, mediante el cual la Comisión Interamericana presentó sus
observaciones al primer informe estatal.  Al respecto, manifestó, inter alia, que: 

a) el Estado no ha dado pleno cumplimiento a su obligación de prevenir los ataques con-
tra la vida e integridad personal de los internos de la Penitenciaría de Mendoza, ni ha
adoptado las medidas de seguridad indispensables para impedir nuevos incidentes de
violencia;

b) valora las medidas tomadas por el Estado. Sin embargo, estima que la urgencia e inmi-
nencia en la situación que motivaron las medidas provisionales, demandan del Estado
la adopción de acciones de impacto inmediato para la situación de riesgo en la que se
encuentran los beneficiarios de las medidas de protección.  La Comisión constató, con
preocupación, que el Estado no hubiera informado sobre la ejecución de acciones de
esta naturaleza;

c) espera que el Estado informe sobre las medidas de investigación;
d) el Comisionado Florentín Meléndez realizaría una visita de trabajo a las ciudades de

Buenos Aires y Mendoza y uno de los propósitos fundamentales de esta visita era veri-
ficar las condiciones en la Penitenciaría Provincial de Mendoza;
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e) es necesario que se mantengan vigentes las medidas provisionales y que se realice una
evaluación urgente de las condiciones de inseguridad en los centros carcelarios afec-
tados; y

f) es pertinente solicitar a la Corte que ordene las siguientes medidas urgentes:
i. el aumento del número de guardias destinados a custodiar la seguridad interna

de la penitenciaria provincial y de la unidad Gustavo André de Lavalle;
ii. la implementación de un sistema de inspección penitenciaria externa, al menos

mientras dure la emergencia y se mantengan las medidas provisionales;
iii. las requisas periódicas y el decomiso de armas al interior de la penitenciaría pro-

vincial;
iv. el aislamiento temporal de los posibles líderes de hechos violentos en celdas indi-

viduales, siempre que ello no implique una incomunicación absoluta de los reclu-
sos; y

v. la separación inmediata de los presos por categorías, de acuerdo  con los están-
dares contemplados en las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el tra-
tamiento de los Reclusos, y particularmente, la separación de los internos con
antecedentes de comportamiento violento del resto de la población de la peni-
tenciaría.

16.El escrito de 23 de diciembre de 2004, mediante el cual los representantes remitieron una
resolución de habeas corpus, en la que se hizo “lugar parcialmente […] a favor de los pro-
cesados alojados en Penitenciaría Provincial”.

17.El escrito de 25 de enero de 2005, mediante el cual los representantes  presentaron una
noticia del Diario Uno de ese mismo día, en que se informaban los nombres de dos supues-
tos fugados y manifiestaba que “un interno fue apuñalado [el 24 de enero de 2005] en el
penal […] y [estaba siendo] intervenido quirúrgicamente.”

18.El escrito de 3 de febrero de 2005, mediante el cual los representantes informaron que “el
[2 de febrero de 2005] falleció el interno Marcelo Javier Camargo Quiroga que había sido
[supuestamente] herido dos meses atrás en una riña en la Penitenciaría de Mendoza”.  

19.El escrito de 8 de febrero de 2005, mediante el cual el Estado presentó su segundo infor-
me sobre las medidas provisionales. En dicho escrito manifestó, inter alia, que:

a) se han realizado refacciones a medidas físicas de seguridad y alojamiento en el pabe-
llón No. 7;

b) se adquirió diverso material para el esparcimiento de los internos; se han dispuesto acti-
vidades de laborterapia y reinserción social;

c) se implementó un esquema de guardias de 24 horas;
d) se realizaron medidas relacionadas con el tratamiento de la pena;
e) se incautaron más de 100 elementos punzo-cortantes;
f) la Legislatura de la Provincia de Mendoza sancionó la ley No. 7327, mediante la cual se

declaró el “Estado de Emergencia Físico-Funcional del Sistema Penitenciario de la Pro-
vincia de Mendoza y dependencias destinadas al alojamiento, custodia y guarda de per-
sonas procesadas, detenidas o en cumplimiento de las penas privativas de la libertad por
comisión de delitos, por el término de un […] año a partir de la promulgación de la pre-
sente”. Dicha normativa establece que la emergencia “comprende los aspectos preventi-
vos, asistenciales, sanitarios, rehabilitación, infraestructura edilicia, y demás servicios”;

g) hubo algunas fugas de algunos internos de la Penitenciaría de Mendoza; y
h) renovaba su firme voluntad de realizar sus mejores esfuerzos para cumplir con las medi-

das provisionales.
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20.La nota de 8 de febrero de 2005, mediante la cual la Secretaría, siguiendo instrucciones del
Presidente, solicitó al Estado que en su próximo informe se refiriera a los hechos indicados
por los representantes de los beneficiarios, en relación con los reclusos que supuesta-
mente habían sido heridos o han fallecido con posterioridad a que las medidas fueran orde-
nadas por la Corte, específicamente a las medidas adoptadas al respecto y a las respec-
tivas investigaciones, su avance y resultados.

21.El escrito de 18 de febrero de 2005, mediante el cual los representantes “adjunt[aron] el
informe […] referido a la última visita realizada en la Penitenciaría de Mendoza por la
Comisión de Seguimiento de[l presente] caso”. 

22.El escrito de 8 de marzo de 2005, mediante el cual los representantes presentaron sus
“observaciones […] al segundo informe del Estado argentino”.  En dicho escrito manifes-
taron, inter alia, que:

a) existe una significativa demora en los procesos judiciales de los internos;
b) la ley de emergencia penitenciaria (ley No. 7327) contiene disposiciones contrarias a la

Constitución Nacional, a la de la Provincia de Mendoza y al Pacto de San José, ya que
dispone la emergencia físico-funcional del sistema penitenciario de Mendoza por un
año, otorga al director prerrogativas violatorias al derecho de defensa, intenta trasladar
a internos dentro y fuera de dicha Provincia, así como excluir a los establecimientos car-
celarios del contralor municipal o de la Suprema Corte de Justicia de Mendoza. Eso se
hizo en el caso de los testigos de la muerte del interno Salinas Ares.  Asimismo, se inten-
ta neutralizar el control de la Municipalidad de Lavalle; 

c) pese a que había un cambio sustancial de actitud en las nuevas autoridades del
Ministerio de Justicia y Seguridad del Gobierno de Mendoza y que no se habían pro-
ducido nuevas muertes en el interior del penal, las condiciones de seguridad, higiene y
salud de los detenidos no han mejorado sustancialmente y el gobierno no había cum-
plido muchos de los compromisos asumidos; y

d) consideraban necesario que se mantuvieran las medidas provisionales.

23.La Resolución del Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 18 de
marzo de 2005, mediante la cual resolvió:

1) Convocar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a los representantes de
los beneficiarios de las medidas provisionales y al Estado de la Argentina, a una audien-
cia pública que se celebrará en Asunción, Paraguay, en la sede de la Corte Suprema
de Justicia de ese país, a partir del día 11 de mayo de 2005 […] con el propósito de
que la Corte escuche sus argumentos sobre los hechos y circunstancias relativos a la
implementación de las medidas provisionales ordenadas por ésta a favor de todas de
las personas privadas de libertad en la Penitenciaría Provincial de Mendoza y en la uni-
dad Gustavo André, de Lavalle, así como la de todas las personas que se encuentren
en el interior de éstas. 

2) Que la presente convocatoria es independiente de los plazos estipulados en la
Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 22 de noviembre de
2004, para la presentación periódica de los informes del Estado sobre las providencias
adoptadas, así como para las respectivas observaciones de los representantes de los
beneficiarios de las medidas provisionales y de la Comisión Interamericana.

3) Requerir al Estado del Paraguay, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 inci-
sos 1 y 3 del Reglamento, su cooperación para llevar a cabo la audiencia pública sobre
medidas provisionales convocada en la presente Resolución, por celebrarse en ese
país, así como facilitar la entrada y salida de su territorio de aquellas personas que
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representarán a la Comisión Interamericana, a los representantes de los beneficiarios de
las medidas y al Estado de la Argentina en dicha audiencia.
[…]

24.El escrito de 6 de abril de 2005, mediante el cual la Comisión presentó sus observaciones
al segundo informe estatal.  En dicho escrito manifestó, inter alia, que:

a) siguen existiendo los factores que generan la situación de riesgo y gravedad; la falta de
debida diligencia mantiene el riesgo de daño irreparable a la vida de los beneficiarios;

b) realizó una visita de trabajo in situ del 13 al 17 de diciembre de 2004, en la cual  obser-
vó que:
i. las deplorables condiciones de seguridad en la Penitenciaría provincial propician

los altos índices de violencia entre internos;
ii. el Director reconoció que el sistema de seguridad era deficiente;
iii. el personal penitenciario destinado a la custodia del establecimiento no es sufi-

ciente y no se encuentra debidamente capacitado. Además, por su notoria des-
ventaja numérica frene a la cantidad de internos, tienen temor de acceder a los
pabellones y no lo hacen en forma regular, sino que observan las actividades de
los reclusos desde el exterior;

iv. la falta de una custodia adecuada ha facilitado la perpetración de hechos de vio-
lencia y, en cierta medida, ha asegurado su impunidad;

v. las condiciones de higiene son deplorables; las celdas carecen de iluminación
artificial y el ingreso de luz natural es sumamente limitado; no existe un sistema
de ventilación;

vi. no existe formalmente un plan de contingencia para controlar motines o enfrentar
siniestros;

vii. los internos no se encuentran separados por categorías, ni reciben un trato dife-
renciado en atención a su edad, la evolución en el cumplimiento de la pena, o la
naturaleza de los delitos por los cuales se encuentran condenados o procesados;

viii. una de las causas frecuentes de la violencia entre presos es la ausencia de acti-
vidades en las cuales ocuparse durante las horas de recreo;

ix. debido a la lentitud con la que actúan los operadores de justicia, las personas
recluidas no tienen régimen diferenciado y no hay distinciones ni privilegios entre
condenados y procesados. Dicha situación podría empeorar por la declaratoria
de emergencia del sistema penitenciario de Mendoza que autoriza a las autori-
dades del Ejecutivo provincial a no separar a los internos por categorías; y

x. no ha entrado en funcionamiento el nuevo Juzgado de Ejecución Penal;
c) con posterioridad a la orden de adopción de medidas provisionales, se produjeron una

serie de hechos de violencia que evidencian la continuidad de la situación de inseguri-
dad y la necesidad de ordenar una serie de acciones específicas;

d) las recientes fugas de internos también ponen en evidencia las deficiencias del sistema
de seguridad;

e) la continuación de los hechos de violencia, incluidos dos homicidios cometidos con
posterioridad a la adopción de la resolución de medidas provisionales, así como la con-
tinuada falta de seguridad y control, evidencian que el Estado no ha dado pleno cum-
plimiento a su obligación de prevenir los ataques contra la vida e integridad personal de
los internos de la Penitenciaría, y que no ha adoptado las medidas de seguridad indis-
pensables para impedir nuevos incidentes de violencia;

f) en cuanto a la investigación de los hechos violentos ocurridos en 2004 y 2005, que ter-
minaron con la muerte de 18 internos y lesiones para otros tantos, el Estado no ha infor-
mado el estado actual de dichas indagaciones y sus resultados;
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g) hasta la fecha prácticamente ningún funcionario administrativo o de seguridad ha sido
investigado ni sancionado, pese a múltiples denuncias de los internos por maltrato físi-
co y psicológico;

h) pese a que el gobierno federal ha solicitado constituirse en querellante en los procesos
iniciados en relación con los hechos violentos ocurridos en la Penitenciaría, dichas soli-
citudes han sido sistemáticamente desechadas por las autoridades judiciales provin-
ciales;

i) el proceso de diseño e implementación de las medidas provisionales cuenta con la par-
ticipación de los representantes de los beneficiarios;

j) solicita a la Corte que inste al Estado a llevar a cabo investigaciones serias, completas
y ágiles para individualizar a los responsables e imponerles las sanciones correspon-
dientes. Además, que requiera al Estado información urgente, concreta y detallada
sobre las acciones emprendidas respecto de los siguientes puntos:

i. aumento de números de guardias y del cambio en los patrones de vigilancia;
ii. implementación de nuevas medidas para el control de la seguridad;
iii. identificación y reubicación de los posibles líderes de hechos violentos;
iv. separación de los presos por categorías;
v. solución de problemas de higiene, falta de agua y la adecuación del sistema de

iluminación; y 
vi. mejora de servicios médicos.

25.El escrito de 18 de abril de 2005, mediante el cual el Estado presentó su tercer informe
estatal.  En dicho escrito manifestó, inter alia, que:

a) en marzo de 2005 el equipo técnico de la llamada Comisión de Seguimiento, integrado
por representantes de la Cancillería, de la Secretaría de Derechos Humanos del Minis-
terio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, de la Subsecretaría de Justicia de
la Provincia de Mendoza, y de representantes de los peticionarios elaboró un informe;

b) las nuevas autoridades provinciales llevaron a cabo medidas tendientes a mejorar la
situación penitenciaria y se han adoptado medidas fundadas en el informe de la
Comisión de Seguimiento, respecto de cámaras de seguridad, sistema de iluminación,
incorporación de agentes penitenciarios, proyecto de plan de carrera a nivel universita-
rio para los agentes, refacciones de los pabellones, adquisición de material para espar-
cimiento, actividades de laborterapia y reinserción social, condiciones de salud, inau-
guración de un pabellón, refuncionalización de la Oficina de Gestión, Control y
Seguimiento de la Pena, creación de la Oficina de Peticiones y Notificaciones de
Internos, y refuncionalización de la Oficina de Instrucción de Actuaciones Disciplinarias;

c) en atención a las demoras en los procesos judiciales, se sancionó la Ley No. 7340, que
creó el nuevo Juzgado de Ejecución;

d) cuatro internos que testificaron en las investigaciones sobre el asesinato del interno
Salinas han sido devueltos a la Provincia de Mendoza, por lo que el Estado tomó las
medidas de seguridad necesarias para preservar su integridad psico-física;

e) las investigaciones sobre el asesinato del interno Cuellar se encontraban en pleno dili-
genciamiento; y

f) renovaba su voluntad de realizar esfuerzos para cumplir las medidas provisionales.

26.La audiencia pública sobre las medidas provisionales celebrada en Asunción, Paraguay en
la sede de la Corte Suprema de Justicia de ese país, el 11 de mayo de 2005, en la que
comparecieron:
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por la Comisión Interamericana:
Florentín Meléndez; delegado;
Elizabeth Abi-Mershed, asesora; 
Víctor Madrigal, asesor;
Juan Pablo Albán, asesor; y
Lilly Ching, asesora;  

por los representantes:
Carlos Eduardo Varela Álvarez; y
Pablo Gabriel Salinas;

por el Estado:
Jorge Nelson Cardozo, de la Secretaría de Relaciones Exteriores;  
Alberto Javier Salgado, de la Dirección de Derechos Humanos de 
la Secretaría de Relaciones Exteriores; y 
Alejandro Acosta, Subsecretario de Justicia del Gobierno de 
la Provincia de Mendoza.

27.Los alegatos expuestos por la Comisión en la referida audiencia pública, entre los cuales
manifestó que:

a) es esencial que las medidas provisionales se mantengan;
b) es necesario que la Corte dé mayor especificidad de las medidas que deben adoptar

los gobiernos local y federal en el sistema penitenciario y en el ámbito judicial, para que
exista un cumplimiento cabal de las medidas;

c) las medidas provisionales no han sido cumplidas en forma eficaz. Los internos se encuen-
tran abandonados; 18 internos y un guardia han muerto desde comienzos de 2004 y ha
habido muchos internos y guardias heridos; existen condiciones inhumanas que ponen en
riesgo la integridad personal de los internos, tales como la sobrepoblación y la falta de ser-
vicios sanitarios; el sistema de seguridad es deficiente, lo que propicia la violencia entre
internos; el personal penitenciario es insuficiente; la mayoría de los internos no tienen
acceso a la escuela o a talleres; no existen planes de contingencia; no existe separación
entre condenados y procesados, ni por su peligrosidad; existe demora en la tramitación
de los procesos; sólo existe un juzgado de ejecución penal y, además, éste no concede
beneficios penitenciarios; y no se ha creado el nuevo juzgado de ejecución penal; 

d) la Comisión, en su visita in loco, constató las situaciones precarias en la que viven los
internos;

e) el Estado no ha informado sobre las acciones concretas para reforzar la cantidad de
guardias, la calidad de monitoreo u otros controles para preservar el orden, ni sobre las
investigaciones de los asesinatos ocurridos; y

f) reconoce que se han hecho algunos esfuerzos tendientes al mejoramiento de la situa-
ción, pero no han sido suficientes. Asimismo, valora las acciones de la Comisión de
Seguimiento pero es necesario hacerla más efectiva. 

28.Los alegatos expuestos por los representantes en la referida audiencia pública, en los cua-
les coincidieron en sus apreciaciones con la Comisión, y manifestaron además que :

a) es necesario mantener y ampliar las medidas provisionales; 
b) las entrevistas realizadas a los internos reflejan su situación carcelaria;
c) los internos no cuentan con actividades físicas, ni atención médica o psicológica; las

condiciones de higiene son deplorables, al grado que los internos pueden ser infecta-
dos de hepatitis o de sida; 
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d) de 19 muertes que ha habido en la prisión, sólo en dos casos ha habido imputados; 
e) quienes declararon sobre una de las muertes, fueron trasladados y sus nombres dados

a la prensa; 
f) tres menores han sido condenados a prisión perpetua en violación a la Convención

sobre los Derechos del Niño; y
g) es necesario un sistema de seguridad que sea compatible con los derechos humanos.

En particular, es necesario determinar cuáles son los factores que causan la violencia
para mejorar las relaciones interindividuales de los detenidos, entre los cuales destacan
el hacinamiento; la falta de atención médica y psicológica; la falta de actividades y
capacitación para lograr una reinserción; la duración del proceso; y la corrupción que
facilita la existencia de armas y drogas, así como la consecuente formación de grupos
de poder a lo interno de la prisión.

29.Los alegatos expuestos por el Estado en la referida audiencia pública, en los cuales expre-
só, inter alia, que :

a) la situación de las penitenciarías de Mendoza es innegable, real y es necesario resol-
verla de manera urgente e inmediata;

b) el sistema carcelario se encuentra en crisis, por lo que para resolver las presentes medi-
das en necesaria la ayuda y colaboración de todo el grupo;

c) comparte la preocupación con la Comisión y los representantes, por lo que reafirma su
voluntad y compromiso de adoptar, en el marco de sus competencias internas e inter-
nacionales, las medidas conducentes;

d) no objeta la necesidad de que continúen las medidas provisionales y, si la Corte lo con-
sidera pertinente, que éstas se realicen con mayor especificidad;

e) valora el papel de la Comisión y de la Corte;
f) se ha acordado que la Comisión de Seguimiento creada en noviembre de 2004 no tra-

baje más desde Buenos Aires por lo que se creó un grupo de trabajo permanente en la
Provincia;

g) el gobierno provincial ha sido reestructurado;
h) se han dado avances después de la visita in loco de la Comisión, lo cual consta en el

informe de la Comisión de Seguimiento. Estos avances sirven para paliar la situación
pero deben profundizarse;

i) las medidas que se toman a nivel ejecutivo no se plasman en la realidad;
j) existe una deficiencia en el poder judicial.  Sin embargo, cuando sucedió la última muer-

te se llevó a cabo una investigación inmediata por parte de las autoridades judiciales;  
k) el pabellón No. 7 de la Penitenciaría ha sido clausurado;
l) se está construyendo un nuevo establecimiento penal; 
m) ya hay una fecha próxima para los exámenes concernientes para la creación del 2º juz-

gado de ejecución; y
n) existe una propuesta para que la doble instancia sea trasladada en forma operativa a lo

que es la aplicación de la pena.

30.El llamamiento del Presidente de la Corte realizado durante dicha audiencia pública,
mediante el cual invitó a la Comisión, a los representantes y al Estado, en atención a su
coincidencia en cuanto al diagnóstico de la situación, a la apreciación de los hechos y a
su extraordinaria gravedad, a presentar un planteamiento conjunto para dar mayor especi-
ficidad a las medidas provisionales. 

31.El acta suscrita por los representantes de la Comisión, los representantes y el Estado, pre-
sentada el 11 de mayo de 2005 ante la Corte durante dicha audiencia pública, mediante la
cual manifestaron su conformidad de mantener vigentes las medidas provisionales y acor-
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daron “elevar a la consideración de la […] Corte Interamericana […] el siguiente conjunto
de medidas destinadas a que [el] Tribunal evalúe la posibilidad de especificar el conteni-
do de la Resolución de 22 de noviembre de 2004, a fin de garantizar la vida y la integridad
física de los beneficiarios de dicha resolución:”

1) Con respecto al personal penitenciario, adoptar medidas tendientes a:

a) En lo inmediato: incrementar el personal penitenciario destinado a garantizar la seguri-
dad en los establecimientos;

b) variar los patrones de vigilancia de manera tal que asegure su adecuado control y la
presencia efectiva en los pabellones;

c) a mediano plazo, llevar a cabo un proceso de depuración del cuerpo de agentes peni-
tenciarios que garantice una adecuada prestación del servicio;

d) en forma constante, asegurar la capacitación y formación continua del personal peni-
tenciario; y

e) requerir a las autoridades de la Inspección General de Seguridad de la Provincia que
informen el resultado de las investigaciones sobre la responsabilidad funcional de las
muertes y heridos en la Penitenciaría de Mendoza y de Gustavo André durante
2004/2005 y a expedirse en relación a los procesos administrativos en trámite.

2) Separación de los internos por categorías:

a) En lo inmediato: adoptar las medidas necesarias para separar a los internos procesa-
dos de los condenados y los [j]óvenes adultos de los adultos; y

b) en forma progresiva: desarrollar un mecanismo de clasificación teniendo en cuenta por
lo menos los criterios establecidos en el artículo 8 de las Reglas Mínimas para el
Tratamiento de los Reclusos de las Naciones Unidas.

3) Medidas para evitar la presencia de armas dentro de los establecimientos:

Implementar acciones para que, de manera inmediata, sean requisadas las armas de
todo tipo que pudieran existir en el interior de los establecimientos, con un adecuado
monitoreo, y con presencia y control judicial, a efectos de garantizar su legalidad.
Asimismo, se deberán adoptar las medidas que sean necesarias para evitar el ingreso
clandestino de armas, incluyendo [en] el control a los ámbitos destinados a los agentes
penitenciarios.

4) Régimen disciplinario:

a) De manera inmediata: se deberán adoptar las medidas que fueran necesarias a efec-
tos de que, a la mayor brevedad, se notifique a la defensa de toda persona que sea
objeto de un sumario administrativo tendiente a aplicarle una sanción, con el objeto de
garantizar que pueda ejercer adecuadamente su derecho de defensa; y 

a) a mediano plazo: se deberán adoptar las medidas legislativas o de otra índole que fue-
ran necesarias para establecer un régimen disciplinario conforme a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos internacionales sobre dere-
chos humanos aplicables.

5) Mejoras Progresivas en las Condiciones de Detención:

a) De manera inmediata: implementar un relevamiento de las personas alojadas en el sis-
tema penitenciario provincial, el que estará a cargo del Ministerio de Justicia y
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Seguridad de Mendoza; el acceso a duchas y sanitarios que funcionen; se proveerá
semanalmente artículos de higiene; se garantizará el acceso al agua potable suficiente;
se adoptarán las medidas necesarias para que todas las áreas del penal estén ilumina-
das; se prohibirán los encierros prolongados y los grupos de represión de encapucha-
dos y las restricciones de visitas; se prohibirá el acceso de personal con perros a los
pabellones, como igualmente en la zona en que se encuentren las visitas;

b) a mediano plazo, se ampliará el registro de los internos, de conformidad [con] lo seña-
lado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Bulacio, párrafo 132;

c) se informará bimestralmente del resultado del relevamiento del estado de salud de los
internos indicando las historias clínicas confeccionadas, el tratamiento indicado y ase-
gurando la provisión de medicamentos y la alimentación sugerida;

d) en un mediano plazo se implementará la atención psicológica, siquiátrica, odontológica
y oftalmológica;

e) se garantizará el acceso equitativo de los internos a los Programas de Trabajo, recrea-
ción, educación formal y no formal y se crearán otros programas vinculados a la rein-
serción;

f) disminuir el hacinamiento mediante la reducción de la cantidad de personas encarce-
ladas en prisión preventiva (conforme con los criterios establecidos en el reciente fallo
de la CSJN sobre las carceles de Buenos Aires) para lo cual se deberán utilizar meca-
nismos alternativos a la prisión preventiva por ejemplo programas de libertad bajo pala-
bra; y

g) en cuanto el hacinamiento se debe garantizar el efectivo cumplimiento del régimen pro-
gresivo de la pena. 

6) Activación del sistema judicial:

a) Efectivo cumplimiento de los plazos de duración de los procesos judiciales conforme lo
dictamina el Pacto de San José de Costa Rica y el Código Procesal Penal de la Provincia
de Mendoza;

a) investigación de los hechos de violencia acaecidos en la Penitenciaría de Mendoza y
Gustavo André; y

a) efectivo cumplimiento de la obligación de visitar periódicamente las cárceles por parte
de Jueces, Fiscales y Defensores Oficiales con detenidos y/o procesados a cargo de la
dependencia del Poder Judicial de la cual son Titulares.

7) Creación de Comisión de Investigación ad hoc:

a) Tendrá como objetivo investigar los hechos de violencia y muertes sucedidos en los
penales de la provincia de Mendoza desde enero de 2004 y hasta la fecha;

a) dicha Comisión tendrá las características de especialidad, independencia e imparciali-
dad.  Desarrollará su accionar en el marco de los principios relativos a una eficaz pre-
vención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias, reco-
mendadas por el Consejo Económico y Social de la Organización de Naciones Unidas
en su Resolución 1989/65 de 24 de mayo de 1989; y

a) será nombrada por los gobiernos nacional y provincial conforme a las pautas referidas
precedentemente.

8) Fortalecimiento de la Comisión de Seguimiento:

La comisión de seguimiento creada en noviembre de 2004, integrada por el gobierno
nacional, por el gobierno de Mendoza, la Senadora nacional Marita Perceval, la
Suprema Corte de Justicia provincial y por los peticionarios, será ampliada en su inte-
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gración de modo de optimizar su horizonte de operación, evaluándose la posibilidad de
incluir al [M]inisterio del Interior de la Nación, la Jefatura de Gabinete de la Nación y la
Secretaría de Justicia del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación.

9) Asistencia y cooperación:

El Estado Nacional se compromete a asistir a la provincia de Mendoza con los recursos
necesarios para la implementación de las medidas establecidas en el presente docu-
mento.

32.El escrito de 20 de mayo de 2005, mediante el cual los representantes manifestaron que
“varios internos se han co[s]ido la boca en el Pabellón 3 de la Penitenciaría Local en pro-
testa por haber sido injustamente sancionados […] al haber realizado una huelga de ham-
bre […] debido a la demora en sus procesos judiciales.”

33.La comunicación de 26 de mayo de 2005, mediante la cual los representantes solicitaron
que “se incorpore el informe anual de Amnistía Internacional en lo relativo a Argentina y a
Mendoza” al expediente del presente caso, lo cual fue realizado por instrucciones del
Presidente.

34.El escrito de 14 de junio de 2005, mediante el cual el Estado presentó su cuarto informe
estatal.  En dicho escrito manifestó, inter alia, que:

a) se nombró una Directora del Servicio Penitenciario de la Provincia de Mendoza, sin per-
juicio de la continuidad del Director de la Penitenciaría;

b) los objetivos de la Dirección del Servicio Penitenciario son, entre otros, establecer vín-
culos y coordinar con todas las Unidades del Sistema Penitenciario, para dar efectivo
cumplimiento a las directivas o políticas que se deciden en el ámbito de la
Subsecretaría de Justicia; 

c) el gobierno provincial se encuentra desarrollando un programa de cooperación con
algunas empresas para ocupar como mano de obra a internos que se encuentren en
fase de confianza;

d) el gobierno provincial celebró un convenio con el Círculo Médico de la provincia, el cual
ha permitido la atención de los internos; y

e) las autoridades federales y provinciales se encuentran abocadas al diseño e imple-
mentación de un plan de contingencia.

Considerando:

1. Que la Argentina es Estado Parte en la Convención Americana desde el 5 de septiembre
de 1984 y, de acuerdo con el artículo 62 de la misma, reconoció la competencia conten-
ciosa de la Corte en el mismo acto de ratificación.

2. Que el artículo 63.2 de la Convención Americana dispone que, “[e]n casos de extrema gra-
vedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las personas, la
Corte, en los asuntos que esté conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que
considere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no estén sometidos a su conoci-
miento, podrá actuar a solicitud de la Comisión”.

3. Que, en los términos del artículo 25 del Reglamento de la Corte,

[...]
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2) Si se tratare de asuntos aún no sometidos a su conocimiento, la Corte podrá actuar a
solicitud de la Comisión.
[...]

6) Los beneficiarios de medidas provisionales o medidas urgentes del Presidente podrán
presentar directamente a la Corte sus observaciones al informe del Estado. La Comisión
Interamericana de Derechos Humanos deberá presentar observaciones al informe del
Estado y a las observaciones de los beneficiarios de las medidas o sus representantes.
[...]

4. Que en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos las medidas provisionales tie-
nen un carácter no sólo cautelar en el sentido de que preservan una situación jurídica, sino
fundamentalmente tutelar por cuanto protegen derechos humanos. Siempre y cuando se
reúnan los requisitos básicos de la extrema gravedad y urgencia y de la prevención de
daños irreparables a las personas, las medidas provisionales se transforman en una ver-
dadera garantía jurisdiccional de carácter preventivo.

5. Que el caso que dio origen a las presentes medidas provisionales no se encuentra en
conocimiento de la Corte en cuanto al fondo y que la adopción de medidas provisionales
no implica una decisión sobre el fondo de la controversia existente entre los peticionarios
y el Estado2. Al adoptar medidas provisionales, la Corte únicamente está ejerciendo su
mandato conforme a la Convención, en casos de extrema gravedad y urgencia que requie-
ren medidas de protección para evitar daños irreparables a las personas.

6. Que el artículo 1.1 de la Convención establece la obligación general que tienen los Estados
Partes de respetar los derechos y libertades en ella consagrados y de garantizar su libre y
pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción. La Corte ha estimado que
este deber es más evidente al tratarse de personas recluidas en un centro de detención
estatal, caso en el cual el Estado es el garante de los derechos de las personas que se
encuentran bajo su custodia3.  

7. Que la Corte ha establecido que “[u]na de las obligaciones que ineludiblemente debe asu-
mir el Estado en su posición de garante, con el objetivo de proteger y garantizar el dere-
cho a la vida y a la integridad personal de las personas privadas de libertad, es la de [pro-
curar] a éstas las condiciones mínimas compatibles con su dignidad mientras permanecen
en los centros de detención”4. 

8. Que de la información suministrada por la Comisión, los representantes y el Estado, las
manifestaciones de aquéllos durante la audiencia pública (supra Vistos 27 a 29) y en par-
ticular del informe de la visita in situ realizada por la Comisión (supra Visto 24), se des-
prende claramente que, a pesar de determinadas medidas adoptadas por el Estado ten-
dientes a mejorar las condiciones carcelarias (supra Vistos 11, 19, 25, 29 y 34), persiste
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una situación de extrema gravedad y urgencia y de posible irreparabilidad de daños a los
derechos a la vida e integridad personal de los beneficiarios de las medidas. En particular,
han continuado ocurriendo actos de violencia que han producido heridas o incluso la muer-
te de varios internos y guardias penitenciarios; las condiciones de detención siguen sien-
do precarias y las condiciones de seguridad insuficientes; y los procesos de los internos
sufren de excesiva demora, lo cual repercute negativamente en el hacinamiento y las difi-
cultades para la separación de presos por categorías. Esta situación ha sido también veri-
ficada por otras entidades internacionales5.

9. Que la Corte valora positivamente el hecho de que, durante la audiencia pública celebra-
da el 11 de mayo de 2005 en la sede de la Corte Suprema de Justicia del Paraguay, la
Comisión, los representantes y el Estado coincidieron en la necesidad de mantener vigen-
tes las medidas provisionales y suscribieron un acuerdo en el cual desglosaron los puntos
que estimaron deben ser considerados por la Corte para hacer más especificas las medi-
das provisionales (supra Visto 31). La suscripción de este acuerdo constituye una contri-
bución positiva al desarrollo de este procedimiento de medidas provisionales, para deter-
minar las soluciones a la situación que originó la adopción de las mismas y a la vigencia
de los principios que inspiran la Convención. El Tribunal destaca la buena fe que ha mos-
trado el Estado argentino ante esta jurisdicción, lo cual demuestra su compromiso con el
respeto y la vigencia de los derechos humanos. 

10.Que es relevante una decisión adoptada recientemente por la Corte Suprema de Justicia de
la Argentina, al resolver un recurso de queja contra una sentencia de la Suprema Corte de
Justicia de la Provincia de Buenos Aires, respecto de un recurso de habeas corpus inter-
puesto a favor de la totalidad de los detenidos que se encontraban en establecimientos poli-
ciales sobrepoblados y en comisarías de la Provincia de Buenos Aires. En esta resolución de
3 de mayo de 2005, dicha Corte Suprema hizo un análisis de instrumentos y jurisprudencia
internacionales relativa a condiciones de detención, y realizó una serie de consideraciones y
disposiciones aplicables, en gran medida, a una situación como la presente, a saber:

[…] Que un principio constitucional impone que las cárceles tengan como propósito fun-
damental la seguridad y no el castigo de los reos detenidos en ella, proscribiendo toda
medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que ella
exija (art. 18 de la Constitución Nacional). […] Aunque la realidad se empeña muchas
veces en desmentirlo, cabe destacar que la cláusula tiene contenido operativo. Como
tal impone al Estado, por intermedio de los  servicios penitenciarios respectivos, la obli-
gación y responsabilidad de dar a quienes están cumpliendo una condena o una deten-
ción preventiva la adecuada custodia que se manifiesta también en el respeto de sus
vidas, salud e integridad física y moral. La seguridad, como deber primario del Estado,
no sólo importa resguardar los derechos de los ciudadanos frente a la delincuencia sino
también, como se desprende del citado art. 18, los de los propios penados, cuya rea-
daptación social se constituye en un objetivo superior del sistema y al que no sirven for-
mas desviadas del control penitenciario.

[…] Que la situación no controvertida de los detenidos en la Provincia de Buenos Aires
pone en peligro la vida y la integridad física del personal penitenciario y policial, ade-
más de que genera condiciones indignas y altamente riesgosas de trabajo de esos fun-
cionarios y empleados.
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·  p e n a  y  e s t a d o  /  c á r c e l e s

Una prisión es un establecimiento en el que hay un fino equilibrio entre presos y perso-
nal, y la superpoblación provoca descontrol y violencia llevando ese equilibrio siempre
precario al límite de la fragilidad. […]

Las Reglas Mínimas para el tratamiento de los reclusos de las Naciones Unidas –si bien
carecen de la misma jerarquía que los tratados incorporados al bloque de constitucio-
nalidad federal– se han convertido, por vía del art. 18 de la Constitución Nacional, en el
estándar internacional respecto de personas privadas de libertad. No cabe duda de
que hay un marco normativo, no sólo nacional sino también internacional que, de con-
firmarse y continuarse la situación planteada, estaría claramente violado en la Provincia
de Buenos Aires.

[…] Que ante esta situación es indudable que esta Corte no puede resolver todas las
cuestiones particulares que importa, dadas las dificultades antes señaladas y el núme-
ro de casos y variables posibles, pero es su deber instruir a la Suprema Corte y a los
demás tribunales de la Provincia de Buenos Aires para que en sus respectivas compe-
tencias extremen la vigilancia para el adecuado cumplimiento de las Reglas Mínimas y
de las normas que nacional e internacionalmente imponen el tratamiento digno de toda
persona privada de libertad y, en especial, en lo que hace a la tutela de la vida huma-
na y la integridad física de los presos, del personal y de terceros.

[…] Que no escapa a esta Corte que de verificarse algunos de los extremos menciona-
dos por el accionante, sería posible que se configurasen eventuales casos de agrava-
mientos que importarían trato cruel, inhumano o degradante u otros análogos, suscep-
tibles de acarrear responsabilidad al Estado Federal. En esta eventualidad, es deber de
esta Corte, por estar comprometida la responsabilidad internacional del Estado Federal,
instruir a la Suprema Corte y a los demás tribunales de la Provincia de Buenos Aires
para que hagan cesar con la urgencia del caso el agravamiento o la detención misma,
según corresponda.

11.Que para garantizar efectivamente los derechos consagrados en la Convención Americana,
el Estado Parte tiene la obligación erga omnes de proteger a todas las personas que se
encuentren bajo su jurisdicción. Como lo ha dicho la Corte, tal obligación general se impo-
ne no sólo en relación con el poder del Estado sino también en relación con actuaciones de
terceros particulares6. En las circunstancias del presente caso, las medidas que se adopten
deben incluir las que puedan favorecer al mantenimiento de un clima de respeto de los dere-
chos humanos de las personas privadas de libertad entre sí, en particular, la separación de
los internos por categorías, las medidas para evitar la presencia de armas dentro de los
establecimientos y las mejoras en las condiciones de detención (supra Visto 31).  Es decir,
las medidas acordadas entre las partes contribuirían a asegurar la garantía de los derechos
reconocidos en la Convención en las relaciones inter-individuales de dichas personas, ade-
más de los efectos propios de las relaciones entre las autoridades penitenciarias y guber-
namentales con dichas personas. Al respecto, esta Corte considera que el Estado se
encuentra en una posición especial de garante con respecto a las personas privadas de
libertad, porque las autoridades penitenciarias ejercen un control total sobre éstas7. 
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6 Cfr., inter alia, Caso de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó, supra nota 1, considerando décimo;
Caso de las Comunidades del Jiguamiandó y del Curbaradó, supra nota 1, considerando noveno; y Caso Eloisa
Barrios y otros. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 23 de
noviembre de 2004, considerando décimo segundo.
7 Cfr. Caso Tibi. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 129; Caso "Instituto de Reeducación
del Menor", supra nota 1, párr. 152; y Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de 2004.
Serie C No. 110, párr. 98.
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12.Que es procedente mantener vigentes las medidas provisionales, en virtud de las cuales el
Estado tiene el deber de proteger la vida y la integridad de todas las personas privadas de
libertad en la Penitenciaría Provincial de Mendoza y en la unidad Gustavo André, de
Lavalle, así como de todas las personas que se encuentren en el interior de éstas, siendo
algunas de las medidas que debe adoptar las señaladas en el acuerdo alcanzado por la
Comisión, los representantes y el Estado (supra Visto 31).  

Por tanto:

La Corte Interamericana de Derechos Humanos,

en uso de las atribuciones que le confieren el artículo 63.2 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos y los artículos 25 y 29 de su Reglamento,

Resuelve:

1. Reiterar al Estado que mantenga las medidas provisionales adoptadas en los términos de
la Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 22 de noviembre de
2004 y disponga, en forma inmediata, las que sean necesarias para proteger eficazmente
la vida e integridad de todas las personas privadas de libertad en la Penitenciaría Provincial
de Mendoza y en la unidad Gustavo André, de Lavalle, así como de todas las personas que
se encuentren en el interior de éstas. Entre las medidas que el Estado debe adoptar figu-
ran las contenidas en el acuerdo suscrito por la Comisión Interamericana, los representan-
tes de los beneficiarios de las medidas y el Estado (supra).

2. Requerir al Estado que continúe informando a la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, cada dos meses a partir de su último informe, sobre las providencias adoptadas para
cumplir con todo lo ordenado por la Corte Interamericana, y requerir a los representantes
de los beneficiarios de las medidas provisionales ordenadas y a la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos que presenten sus observaciones a dichos informes del
Estado en un plazo de cuatro y seis semanas, respectivamente, contadas a partir de la
recepción de los referidos informes del Estado.

3. Notificar la presente Resolución a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a los
representantes de los beneficiarios y al Estado de la Argentina.

Los Jueces Sergio García Ramírez y Antônio A. Cançado Trindade hicieron conocer a la
Corte sus Votos Concurrentes, los cuales acompañan a esta Resolución.

Sergio García Ramírez
Presidente

Alirio Abreu Burelli Oliver Jackman

Antônio A. Cançado Trindade Cecilia Medina Quiroga

Manuel E. Ventura Robles Diego García-Sayán

Pablo Saavedra Alessandri
Secretario
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